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Alcance y sentido de la actuación procesal del asesor tutelar de menores en el juzgamiento de un delito cometido por una persona menor de dieciocho años en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
· La conceptualización de la intervención del asesor tutelar a la luz de los derechos constitucionales de la persona menor de dieciocho años de edad imputada en un proceso penal
La Convención sobre los Derechos del Niño impone a los Estados tomar todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes (art. 40.3, CDN).
Al propio tiempo, existe una manda constitucional (art. 75, inc. 22º, CN) que impone proporcionar al niño penalmente perseguido una asistencia jurídica adecuada. En efecto, la Convención sobre los Derechos del Niño, en su art. 40.2.b.iii, impone a los Estados Partes que la causa seguida contra una persona que cometió un hecho presuntamente delictivo cuando aún no había alcanzado los dieciocho años de edad sea “[...] dirimida [...] en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado [...]”(el resaltado nos pertenece).
En atención a su particular estatus de persona privilegiada, la asistencia letrada a brindar al niño imputado para ser adecuada en los términos de la citada Convención debe significar una verdadera medida de protección adicional a su favor (cf. art. 19, CADH).
En la opinión consultiva 17/2002, la Corte Interamericana de Derechos Humanos aseguró que los niños poseen los derechos que corresponden a todos los seres humanos –menores y adultos– y tienen además derechos especiales derivados de su condición, a los que corresponden deberes específicos del Estado (párrafo 54)
A partir de lo expuesto puede concluirse que el asesor de menores es un órgano que responde cabalmente a la exigencia constitucional de asesoramiento jurídico especializado y a la vez adecuado, dado que satisface, por un lado, la exigencia constitucional derivada del art. 40.2.b.iii, CDN, en tanto su labor se comprende en el proceso penal como una labor técnica jurídica de asistencia del niño, y, por el otro, y sobre todo, el mandato también constitucional que establece la necesidad de adoptar, respecto de los niños, medidas de protección adicional de derechos sustantivos y procesales de raigambre constitucional o legal, debido a la situación específica en la que ellos se encuentran; para lo cual se toma en cuenta su debilidad, inmadurez o inexperiencia al momento del hecho delictivo (v. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva n° 17/2002, párrafo 60).
En virtud de esta última conclusión, si se omite la intervención del asesor de menores u otra asistencia similar en el proceso penal, ello redunda en un detrimento de las garantías del niño antes aludidas (arts. 40.2.b.iii, CDN y 19, CADH) porque posiciona al niño en el proceso penal como si fuera un adulto (art. 8.2.e, CADH y art. 14.3.d, PIDCyP), sin el debido resguardo de sus derechos, sin las obligatorias medidas de protección de esos derechos.  
En definitiva, la participación procesal del asesor de menores a la par de la actuación del defensor técnico es necesaria para garantizar una asistencia judicial en los términos de la Convención sobre los Derechos del Niños en su relación sistemática con el art. 19, CADH. Defensor técnico y asesor penal forman parte de la compleja trama de derechos especiales de protección de los imputados que tienen dieciocho años de edad al momento del hecho delictivo. Ni el defensor ni el asesor penal, reinterpretado como un medio de protección, un refuerzo y complemento de la defensa del niño en el proceso penal, satisfacen por sí solos el mandato constitucional de establecer medidas específicas que tengan la potencia o facultad amplificadora suficiente para que el ejercicio de los derechos del niño frente al poder punitivo estatal se desarrolle con la debida atención de sus condiciones especiales, de una manera más favorable que la de un adulto en la misma situación. Esta es la postura que logra adecuarse a las exigencias del Sistema de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes, que reconoce al niño como un sujeto de derechos privilegiado.
· Sentido de la actuación del asesor tutelar en el proceso penal
El Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas en su Observación General nº 10 sobre “Los derechos del niño en la justicia de menores”, sostuvo que “[d]ebe garantizarse al niño asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa” (párrafo 49). Es decir que en nuestra materia el principio de especialidad interpretado en forma sistemática con el principio del art. 40.2.b.iii, CDN y el art. 19, CADH impone que toda asistencia jurídica del niño complementaria, de refuerzo deba serlo en defensa de sus derechos. 
Pues bien, si el asesor de menores en un proceso penal actúa como medio para satisfacer el derecho constitucional del niño previsto en el art. 40.2.b.iii, CDN lo debe hacer desde una disposición tal que ineludiblemente lo lleve a lograr el mejor posicionamiento del niño imputado en el proceso penal, es decir, lo debe hacer desde la defensa de los derechos del niño imputado en un proceso penal.    
· Ámbito legal de actuación del asesor de menores en el proceso penal en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
El legislador de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en cumplimiento de la manda internacional relacionada con la creación y establecimiento de un régimen especializado para la persecución penal de niñas, niños y adolescentes, dictó la ley 2.451, el “Régimen Procesal Penal Juvenil de la C.A.B.A.”. Allí estableció distintos órganos, mecanismos y procedimientos orientados a la satisfacción de esa nueva exigencia internacional impuesta por la norma constitucional antes citada.
Si conforme surge de las normas constitucionales antes citadas resulta obligatorio que las causas seguidas contra una persona que no había alcanzado los dieciocho años de edad al momento de entrar en conflicto con la ley penal sean dirimidas con la presencia de órganos específicos y de un asesor jurídico adecuado, cabe colegir que el legislador local, al dictar la norma adjetiva de regulación del proceso penal juvenil, reglamentó esa garantía y satisfizo ese compromiso internacional mediante la actuación de diversos actores específicos —v. gr. juez penal juvenil, fiscal penal juvenil, defensor penal juvenil—, entre los que se encuentra el asesor de menores. En virtud de ello puede decirse que teniendo presente el derecho del niño de ser asistido jurídicamente y la necesidad de proporcionarle una protección especial, el legislador ha establecido en la ley en vigor al asesor de menores como un organismo encargado de velar por el respeto de las garantías y los derechos constitucionales en el proceso penal.
En efecto, el art. 40 de la ley local 2451 prescribe que el asesor penal “[d]eberá intervenir en los procesos penales por delitos en los cuales resulta imputado/a (…) una persona menor de dieciocho (18) años de edad. Éste debe velar por el efectivo ejercicio de los derechos y garantías que asisten a la persona menor de dieciocho (18) años de edad”. Es decir, la ley procesal vigente ha satisfecho acabadamente la obligación de establecer un medio adicional de asesoramiento jurídico adecuado y especializado, y lo hizo de la manera más respetuosa posible de los contornos que la misma Constitución Nacional establece, esto es, ha situado al asesor de menores en la posición de defensa de todos los derechos constitucionales del imputado y con un gran alcance en cuanto a sus facultades procesales. Es así que el régimen especializado local le otorga la posibilidad de introducir cuestiones incidentales (art. 31, inc. 4º); plantear nulidades, impugnaciones y cuestionamientos de cualquier otro tipo (art. 31, inc. 6º), entre otras facultades. 
Desde este punto de vista, cualquier recorte que los órganos jurisdiccionales hagan con desprecio de la ley procesal penal vigente del sentido de la intervención del asesor penal, en general, y de sus amplias facultades procesales, en particular, provoca una tensión con respecto al correcto alcance de los derechos constitucionales del niño directamente vinculados a la intervención amplia y adecuada de ese órgano estatal en defensa de sus derechos y garantías en el proceso penal (arts. 40.2.b.iii, y 40.3, CDN, y art. 19, CADH).  
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